Proceso Ordinario Laboral 

66001-31-05-002-2017-00459-01
Johanna María Muñoz Cardona vs. PAR Caprecom liquidado administrado por la Fiduciaria la Previsora S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto:


Apelación y Consulta sentencia

Proceso:

Ordinario laboral

Radicación Nro:
66001-31-05-002-2017-00459-01

Demandante: 

Johanna María Muñoz Cardona 

Demandado:

PAR Caprecom liquidado administrador por la Fiduciaria La Previsora S.A.

Juzgado de Origen:
Segundo Laboral del Circuito de Pereira

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / PRINCIPIO DE PRIMACÍA DE LA REALIDAD / FRENTE A ENTIDADES PÚBLICAS LIQUIDADAS / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA / LA TIENEN RESPECTO DE PROCESOS INICIADOS ANTES DEL CIERRE DEFINITIVO DE LA LIQUIDACIÓN / CASO: PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DE CAPRECOM.
La Corte Suprema de Justicia ha enseñado que la legitimación en la causa es una de las condiciones imprescindibles para la prosperidad de la pretensión elevada, y por ello hace parte del derecho sustancial de la acción, contrario al procesal -integración y desarrollo válido del proceso-; por lo que su ausencia implica irremediablemente una sentencia desestimatoria, o dicho de otra forma, la ausencia de tal elemento implica que el reclamante no es titular del derecho pretendido, o que de quien lo reclama no es el llamado a contradecirlo y por ende, la judicatura deberá producir un fallo absolutorio. (…)
… además de requerir el derecho de quien está llamado a contradecirlo, este último debe tener capacidad para ser parte, que la ostentan las personas naturales o jurídicas existentes o los patrimonios autónomos – art. 53 C.G.P.

En cuanto a las personas jurídicas de derecho público su existencia perdurará hasta el momento en que se ordene su supresión y se firme el acta final de liquidación, por lo que antes de que ello suceda, la entidad entrará en  un proceso de liquidación a cargo de un liquidador – Decreto Ley 254/2000 y Ley 1105/2006…
Ahora, cualquier persona que considere que la entidad que inició un proceso de liquidación desconoció sus derechos y por ende, reclama el pago de unas obligaciones a su favor, entonces una vez abierto el proceso liquidatorio deberá suscitar el pronunciamiento del liquidador a través de una reclamación o esperar que sea acumulado el proceso ejecutivo; así se hará el inventario del pasivo de la entidad junto con los procesos judiciales, que de ser comprobados serán pagados (art. 14). (…)
Puestas de ese modo las cosas, el patrimonio autónomo o la entidad que se designe como subrogataria de derechos y obligaciones de la entidad liquidada, únicamente podrá ser sujeto pasivo en una contienda judicial cuando se inicien con anterioridad al cierre definitivo de la liquidación y hayan sido puestas en conocimiento del liquidador, de manera que toda reclamación o proceso judicial iniciado con posterioridad generará en la subrogataria de derechos y obligaciones una falta de legitimación en la causa por pasiva. (…)
… el Decreto 2519 del 28-12-2015 ordenó la supresión y liquidación la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom” EICE, en el que se indicó que el liquidador sería la Fiduciaria La Previsora S.A., quién debía designar un apoderado general de la liquidación. (…)
Por otro lado, el cierre definitivo del proceso liquidatorio culminó el 27-01-2017 como se evidencia de la publicación en el Diario Oficial 50.129 de la misma fecha;  que dio lugar a que se celebrara el contrato de fiducia mercantil No. CFM 3-1-67672 del 27-01-2017 entre Caprecom EICE en liquidación y la Fiduciaria La Previsora S.A. para la constitución del Patrimonio Autónomo de Remanentes…

El anterior derrotero normativo permite evidenciar que apenas el PAR Caprecom, administrado por la Fiduciaria la Previsora S.A., podrá reconocer y pagar todas aquellas obligaciones existentes al cierre del proceso concursal, es decir, que hubiesen sido presentados, calificados y graduados en dicho trámite liquidatorio, de lo contrario dicho PAR carecerá de la legitimación en la causa para discutir, reconocer y pagar los mismos…

Descendiendo a las pruebas obrantes en el plenario, se advierte que la accionante presentó una reclamación administrativa al liquidador durante el proceso liquidatorio, que fue resuelta negativamente por el liquidador en septiembre de 2016…, tras considerar que el vínculo contractual que los ató fue de carácter civil, más no laboral. De modo que la demandante, al no estar de acuerdo con dicha decisión, debió acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para atacar tal acto administrativo de contenido negativo, sin que pueda ahora llanamente hacer comparecer al PAR Caprecom, administrado por la Fiduprevisora, para que este realice reconocimientos que no impugnó ante la mencionada jurisdicción, más aun cuando el proceso que ahora se discute tampoco fue presentado antes del cierre definitivo del proceso liquidatorio, que ocurrió el 27/01/2017 (Diario Oficial 50.129), mientras que la demanda fue radicada el 06/10/2017…

A tono con lo expuesto, se revocará la sentencia de primera instancia, para en su lugar declarara la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva del PAR Caprecom Liquidado cuya vocera es la Fiduciaria la Previsora S.A., de conformidad con el artículo 282 del C.G.P. y, en consecuencia, se absolverá de las pretensiones de la demanda.
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Coincido con la decisión asumida en este proceso, pero me corresponde aclarar el voto por cuanto el pasado 28 de agosto de 2019, en la Sala de Decisión Laboral No. 3 de esta Corporación, dentro del proceso promovido por la señora Francedy López Pineda en contra de la Fiduciaria La Previsora S.A. como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes de la extinta Caja de Previsión de Comunicaciones “PAR CAPRECOM”, en un asunto de similares aristas al presente, se decidió, en sede de segunda instancia, conceder algunos derechos laborales reclamados en esa oportunidad.

No obstante lo anterior, debo recoger tal criterio, con base en el análisis de providencia emanada del Consejo de Estado en un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la aquí accionada, en el que la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo en providencia de 10 de diciembre de 2018 con ponencia del Consejero Oswaldo Giraldo López, determinó que en estos eventos, existe falta de legitimación en la causa por pasiva al haberse iniciado esa acción después del cierre definitivo del proceso de liquidación de CAPRECOM EICE…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En Pereira, a los diez (10) días del mes de diciembre de dos mil diecinueve (2019), siendo las diez de la mañana (10:00 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de que se surta el grado jurisdiccional de consulta y resolver los recursos de apelación frente a la sentencia proferida el 24 de abril de 2019 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve la señora Johanna María Muñoz Cardona contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes hoy PAR Caprecom Liquidado administrado por la Fiduciaria la Previsora S.A., radicado 66001-31-05-002-2017-00459-01.
REGISTRO DE ASISTENCIA:

Demandante y su apoderada: 

Demandado y su apoderada:
TRASLADO A LAS PARTES

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación

La señora Johanna María Muñoz Cardona demandó al Patrimonio Autónomo de Remanentes hoy PAR Caprecom Liquidado administrado por la Fiduciaria la Previsora S.A. con la finalidad de que se declare la existencia de dos contratos de trabajo a término indefinido entre el 01-04-2008 al 27-02-2015 y desde el 01-06-2015 al 31-10-2015 y, en consecuencia, se condene a la entidad accionada al pago de prestaciones sociales, vacaciones, indemnizaciones y al reintegro del 75% por concepto de aportes a la seguridad social.
Fundamenta sus pretensiones en que: i) el 01-04-2008 fue vinculada a través de una cooperativa de trabajo asociado para prestar sus servicios a favor de Caprecom como Gestora de Vida Sana en el municipio de La Virginia y hasta el 31-05-2012; ii) el salario que recibió fue el mínimo legal mensual vigente más el auxilio de transporte; iii) suscribió varias órdenes de prestación de servicios con Caprecom a partir del 01-06-2012 y hasta el 31-10-2015; fecha en que la entidad accionada terminó la vinculación; iv) recibía órdenes e instrucciones por parte del líder del área y del Director Territorial Luís Humberto Noreña; v) el horario laboral cuando era Gestora de Vida Sana fue de lunes a viernes de 8:00 a.m. a 12:00 m y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m., y posterior de 8:00 a.m. a 5:00 p.m., en jornada continua, cuando desarrolló el oficio de auxiliar administrativa.

vi) mediante Decreto 2519 de 2015 Caprecom fue liquidada y a través de acta del 27-01-2017 se declaró terminado el proceso de liquidación y extinción de los efectos legales de dicha persona jurídica.
El Patrimonio Autónomo de Remanentes hoy PAR Caprecom liquidado se opuso a todas las pretensiones de la demanda y como razones de defensa argumentó que entre las partes no hubo una relación laboral sino un vínculo regido por la Ley 80 de 1993 a través de contratos de prestación de servicios, los cuales se ejecutaron de manera autónoma e independiente, sin que la verificación del cumplimiento del objeto contractual fuera considerado como subordinación, pues ello obedecía a una obligación que le asistía como contratante, según lo ha dicho por la SL de la CSJ en sentencia SL2493 de 2017. Propuso como excepciones de fondo las que denominó: “Inexistencia de los elementos necesarios para que se configure una relación de carácter laboral, inexistencia de la obligación de Caprecom a cancelar los emolumentos pretendidos por la demandante y prescripción”.
2. Síntesis de la sentencia objeto de apelación
El Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira declaró la existencia de dos contratos de trabajo entre el 01-04-2008 y el 28-02-2015 y desde el 01-06-2015 al 31-10-2015 y parcialmente probada la excepción de prescripción y, en consecuencia, condenó a la entidad accionada al pago de cesantías, vacaciones, indemnización por despido sin justa causa, la devolución de aportes a la seguridad social más las costas procesales, las demás pretensiones las negó porque están contempladas sólo para los empleados públicos y también dijo sobre la indemnización moratoria porque presentó la reclamación administrativa luego de liquidada la entidad.
Para arribar a dicha conclusión, consideró que entre las partes había existido un verdadero contrato de trabajo, pues con la prueba documental arrimada al expediente se logró acreditar la prestación personal del servicio y la remuneración percibida, así como el cargo ejecutado, sin que la entidad accionada haya derruido la presunción de subordinación, pues las declarantes fueron contundentes en establecer las órdenes e instrucciones que recibía la demandante por parte del Gerente de la Regional Risaralda, el cumplimiento del horario, los llamados de atención, todo ello era indicativo de una relación laboral, ostentando la calidad de trabajadora oficial y no ejecutar un cargo enlistado en la Ley 314 de 1996. 
En cuanto a los extremos temporales, señaló que pese a que la vinculación inicial de la promotora del litigio fue con varias cooperativas de trabajo asociado, quien fungió como verdadero empleador fue Caprecom, por lo que aunque no se hayan demandado en el proceso su vinculación, ello no era impedimento para declarar el contrato, pues la asistencia de la CTA solo servía para declararla solidariamente responsable de las acreencias a que hubiere lugar.

3. Síntesis de los recursos de apelación 

La demandante solicitó que se revocara la decisión para que se accediera a las condenas requeridas en la demanda y para ello argumentó que era necesario aplicar la excepción de inconstitucionalidad respecto del Decreto 1045 de 1978 para acceder a las prestaciones sociales que fueron negadas por la a quo. 
En cuanto a la sanción moratoria señaló que la misma no es de aplicación automática, pero en este caso se evidenció la mala fe de la accionada, pues desde el 2008 y hasta el 2015 su vinculación fue a través de contratos de prestación de servicios cuando las actividades ejecutadas por la actora fueron subordinadas; además, su procedencia opera desde la finalización del vínculo - 31-10-2015 - y hasta el acta de liquidación de Caprecom y no como lo entendió la jueza de primer grado.
En cuanto a la prima de navidad, prima de vacaciones, bonificación por recreación son prestaciones que las normas han extendido a los trabajadores oficiales, por lo que había lugar a su reconocimiento y, sobre las cesantías, intereses a las cesantías y sanción por su no consignación, señaló que su aplicación debía hacerse con base en la Ley 50 de 1990.

De otro lado, la accionada solicitó que se revocara la decisión y arguyó que la vinculación de la demandante fue a través de varios contratos de prestación de servicios, los cuales se ejecutaron de manera libre y autónoma, sin que los dichos de los testigos fueran suficientes para determinar la subordinación, en tanto, que no indicaron qué tipo de órdenes recibía la demandante, sin que la verificación del cumplimiento del objeto contractual y un horario laboral fuera suficiente para determinar esa dependencia.
Requirió que no se tenga en cuenta el periodo en que la demandante estuvo a través de Cooperativas de Trabajo Asociado porque eso no fue solicitado en la demanda y mucho menos se probó cuáles fueron las condiciones ejecutadas durante esos lapsos de tiempo.
4. Del grado jurisdiccional de consulta

Por haber sido adversa la sentencia a los intereses del Patrimonio Autónomo de Remanentes Caprecom liquidado, está Colegiatura ordenó tramitar el grado jurisdiccional de consulta a su favor, de conformidad con el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y el artículo 40 del decreto 2519 de 2015.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

Antes de entrar a resolver los interrogantes que emergen de los argumentos de la apelación, se hace necesario verificar si en este asunto se cumple el presupuesto sustancial de toda acción, como lo es la legitimación en la causa, por lo que la Sala se plantea la siguiente inquietud:

i) ¿La Fiduciaria la Previsora S.A. como vocera y administradora del PAR Caprecom se encuentra legitimada por pasiva para discutir los derechos reclamados por la demandante, como lo es la declaratoria del contrato de trabajo con Caprecom con las consecuencias que le apareja?

2. Solución al interrogante planteado

2.1. Legitimación en la causa para ser parte – fin de la existencia de una persona jurídica – proceso liquidatorio

La Corte Suprema de Justicia ha enseñado que la legitimación en la causa es una de las condiciones imprescindibles para la prosperidad de la pretensión elevada, y por ello hace parte del derecho sustancial de la acción, contrario al procesal -integración y desarrollo válido del proceso-; por lo que su ausencia implica irremediablemente una sentencia desestimatoria, o dicho de otra forma, la ausencia de tal elemento implica que el reclamante no es titular del derecho pretendido, o que de quien lo reclama no es el llamado a contradecirlo y por ende, la judicatura deberá producir un fallo absolutorio
.

En ese sentido, la ausencia de este presupuesto sustancial de la acción no inhibe a la jurisdicción para resolver la controversia, solo que su ausencia implica la denegación de las pretensiones elevadas. 

Ahora bien, además de requerir el derecho de quien está llamado a contradecirlo, este último debe tener capacidad para ser parte, que la ostentan las personas naturales o jurídicas existentes o los patrimonios autónomos – art. 53 C.G.P.

En cuanto a las personas jurídicas de derecho público su existencia perdurará hasta el momento en que se ordene su supresión y se firme el acta final de liquidación, por lo que antes de que ello suceda, la entidad entrará en  un proceso de liquidación a cargo de un liquidador – Decreto Ley 254/2000 y Ley 1105/2006, trámite que implica por un lado, el llamado a la jurisdicción para que se separe de sus atribuciones en los procesos ejecutivos, que deberán acumularse al trámite liquidatorio y por otro, para que se suspenda la continuación de los procesos que tiene a su cargo hasta tanto notifique personalmente al liquidador, todo ello con el propósito de tasar e inventariar los pasivos ciertos y contingentes de la entidad.
Lo anterior tiene como finalidad dar igualdad de oportunidades a todos los acreedores que pretendan hacer efectivos sus créditos a cargo del patrimonio público afecto al proceso de liquidación, sin desconocer los privilegios y prelación que ostenten estos. 

Lo mencionado concuerda con lo establecido en el literal d), canon 6 del Decreto Ley 254 de 2000, modificado por la Ley 1105 de 2006, normativa que se ocupa de la liquidación de las entidades públicas del orden nacional.

Ahora, cualquier persona que considere que la entidad que inició un proceso de liquidación desconoció sus derechos y por ende, reclama el pago de unas obligaciones a su favor, entonces una vez abierto el proceso liquidatorio deberá suscitar el pronunciamiento del liquidador a través de una reclamación o esperar que sea acumulado el proceso ejecutivo; así se hará el inventario del pasivo de la entidad junto con los procesos judiciales, que de ser comprobados serán pagados (art. 14).

Así, el art. 32 y siguientes del Decreto Ley 254 establece previamente i) un emplazamiento, luego ii) un término para presentar la reclamación, iii) un inventario de los procesos judiciales y las reclamaciones, iv) un avalúo de los bienes, v) la enajenación de los mismos y el pago de las obligaciones, para lo cual debe contar con la disponibilidad presupuestal, y estar la obligación en el inventario debidamente comprobada.

Entonces, como ya se dijo la existencia legal de una persona jurídica de derecho público terminará con la firma del acta final de liquidación, momento en el cual de existir procesos judiciales en curso que puedan culminar en obligaciones a cargo de la entidad liquidada –pasivos contingentes–, deberá constituirse un patrimonio autónomo o subrograrse tales obligaciones en alguna otra entidad, que para el momento en que la obligación se haga exigible, pueda atender las condenas de los procesos que se encontraban en curso al momento de la expiración de la entidad pública (artículo 35 de la Ley 1105 de 2006), en ese sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado en decisión de 10-12-2018, Rad. 2016-02462-01. 

Respecto a este punto, dichas obligaciones no podrán aparecer como nuevas, es decir, ajenas al conocimiento previo del liquidador, pues precisamente dicho trámite se creó para su reconocimiento o rechazo, graduación y prelación en el pago, de manera que, el patrimonio autónomo que se constituya o la entidad que haya de asumir dicho pasivo, será únicamente frente a las obligaciones reconocidas o procesos pendientes contra la entidad.

Frente a esta última, debe recordarse que el parágrafo 1º del artículo 25 de la Ley 489/98 que determinó que en el acto de supresión, disolución y liquidación de una entidad pública se dispondrá sobre la subrogación de las obligaciones y derechos de la entidad suprimida. 

Pero, itérese únicamente sobre las obligaciones ya reconocidas o contingentes durante el proceso liquidatorio, en la misma perspectiva, el artículo 3º del Decreto 414/01 dispuso que si terminado el proceso de liquidación “sobreviven a éste”, procesos judiciales o reclamaciones, los mismos serán atendidos por la entidad que haya sido señalada en el acto que ordenó la liquidación como receptora de los bienes inventariados y subrogataria de los derechos y obligaciones de la entidad liquidada. 

Puestas de ese modo las cosas, el patrimonio autónomo o la entidad que se designe como subrogataria de derechos y obligaciones de la entidad liquidada, únicamente podrá ser sujeto pasivo en una contienda judicial cuando se inicien con anterioridad al cierre definitivo de la liquidación y hayan sido puestas en conocimiento del liquidador, de manera que toda reclamación o proceso judicial iniciado con posterioridad generará en la subrogataria de derechos y obligaciones una falta de legitimación en la causa por pasiva. 

Ahora bien, en caso de haber puesto en conocimiento al liquidador de una reclamación – de cualquier orden –, su respuesta constituirá un acto administrativo que, de ser contrario a los intereses del reclamante, podrá ser sujeto de control judicial a través de la jurisdicción contenciosa administrativa – artículo 7º de la Ley 254/00 -.

Por otro lado, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia
 reiteró lo expuesto por la Corte Constitucional en sentencia SU377 de 2014 para explicar que de manera excepcional los administrados podrán demandar al patrimonio autónomo o entidad subrogataria de la liquidada, esto es, con posterioridad a la finalización del trámite de liquidación, cuando el medio elegido sea la acción de tutela u alguna otra constitucional, pero únicamente cuando así lo dispongan las normas que regularon la supresión de la entidad o cuando la acción de amparo tenga como finalidad determinar si le corresponde atender las obligaciones remanentes y contingentes, y de advertir lo contrario, entonces se deberá concluir que el patrimonio autónomo o entidad no está legitimado por pasiva.

2.2. Fundamento fáctico

Rememórese que Johanna María Muñoz Cardona pretende la declaratoria de un contrato de trabajo con el PAR Caprecom, pero por los servicios prestados a Caprecom dentro del periodo comprendido entre el 01-04-2008 al 27-02-2015 y desde el 01-06-2015 al 31-10-2015 (fls. 2 al 20, 226, cdno. 1). 

En ese sentido, el Decreto 2519 del 28-12-2015 ordenó la supresión y liquidación la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom” EICE, en el que se indicó que el liquidador sería la Fiduciaria La Previsora S.A., quién debía designar un apoderado general de la liquidación.
En tal norma, en el artículo 17 consagró que el agente liquidador dentro de los 3 meses siguientes a su posesión, debía presentar ante la Agencia de Defensa Jurídica del Estado un inventario de procesos judiciales y demás reclamaciones y “(…) continuará atendiendo dentro del proceso de liquidación y hasta tanto se efectué la entrega de los inventarios, los procesos judiciales y demás reclamaciones en curso o los que se llegaren a iniciarse (sic) dentro de dicho término” (Parágrafo 1) y en el canon 8 dispuso que los actos del liquidador relativos a la aceptación, rechazo, prelación o calificación de créditos, constituyen actos administrativos y, por tanto, deberán ser objeto de control por la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
Por otro lado, el cierre definitivo del proceso liquidatorio culminó el 27-01-2017 como se evidencia de la publicación en el Diario Oficial 50.129 de la misma fecha;  que dio lugar a que se celebrara el contrato de fiducia mercantil No. CFM 3-1-67672 del 27-01-2017 entre Caprecom EICE en liquidación y la Fiduciaria La Previsora S.A. para la constitución del Patrimonio Autónomo de Remanentes en el que se delimitó como objeto, entre otros “(…) Atender los procesos judiciales, arbitrales y administrativos, o de otro tipo en los cuales sea parte, tercero, interviniente o litisconsorte la Caja de Previsión Social de Comunicaciones CAPRECOM EICE en Liquidación, existentes al cierre del proceso concursal, los cuales deberán ser entregados para su administración debidamente identificados, clasificados y desagrados (sic) por etapas procesales cumplidas y por cumplir (…) Ejercer la representación  (…) en las acciones de tutela y otras acciones constitucionales que cursen al momento del cierre del proceso liquidatorio y las que se inicien con posterioridad” (fl. 234, CD, cdno 1).

El anterior derrotero normativo permite evidenciar que apenas el PAR Caprecom, administrado por la Fiduciaria la Previsora S.A., podrá reconocer y pagar todas aquellas obligaciones existentes al cierre del proceso concursal, es decir, que hubiesen sido presentados, calificados y graduados en dicho trámite liquidatorio, de lo contrario dicho PAR carecerá de la legitimación en la causa para discutir, reconocer y pagar los mismos; restando la posibilidad de contradecir ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa los actos proferidos por el liquidador.
Descendiendo a las pruebas obrantes en el plenario, se advierte que la accionante presentó una reclamación administrativa al liquidador durante el proceso liquidatorio, que fue resuelta negativamente por el liquidador en septiembre de 2016 (fls. 215 y ss, cdno 1), tras considerar que el vínculo contractual que los ató fue de carácter civil, más no laboral. De modo que la demandante, al no estar de acuerdo con dicha decisión, debió acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para atacar tal acto administrativo de contenido negativo, sin que pueda ahora llanamente hacer comparecer al PAR Caprecom, administrado por la Fiduprevisora, para que este realice reconocimientos que no impugnó ante la mencionada jurisdicción, más aun cuando el proceso que ahora se discute tampoco fue presentado antes del cierre definitivo del proceso liquidatorio, que ocurrió el 27/01/2017 (Diario Oficial 50.129), mientras que la demanda fue radicada el 06/10/2017 (fl. 226 c. 1).

Y si lo anterior no fuera suficiente, también la promotora del litigio se tardó en iniciar el proceso contra de su empleador, pues nótese que para la fecha en que culminó el sedicente contrato laboral, 31/10/2015, la entidad todavía se encontraba en operación, ya que tan solo para el mes de diciembre de ese mismo año fue que se ordenó su supresión a través del Decreto 2519 de 28/12/2015; por lo que, Johanna María Muñoz Cardona podía iniciar cualquier acción directamente en contra de Caprecom antes de que se ordenara su supresión, sin que lo hubiere hecho.

En conclusión, en tanto que la demanda que ahora concita la atención de la Sala fue presentada con posterioridad al cierre del trámite de liquidación de Caprecom, entonces el PAR Caprecom, administrado a través de la Fiduciaria la Previsora S.A., carece de legitimación para integrar la parte pasiva de esta contienda; ausencia de este presupuesto sustancial de la acción que conduce inevitablemente al proferimiento de una sentencia absolutoria. 
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se revocará la sentencia de primera instancia, para en su lugar declarara la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva del PAR Caprecom Liquidado cuya vocera es la Fiduciaria la Previsora S.A., de conformidad con el artículo 282 del C.G.P. y, en consecuencia, se absolverá de las pretensiones de la demanda.
Costas de ambas instancias a cargo de la demandante y a favor de la demandada, de conformidad con el numeral 4° del artículo 365 del CGP. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala Segunda Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 24 de abril de 2019 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Johanna María Muñoz Cardona contra la Fiduciaria la Previsora S.A. como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes hoy PAR Caprecom Liquidado, para en su lugar declarar la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva de la demandada y, en consecuencia, absolverla de todas las pretensiones formuladas en su contra.
SEGUNDO: Costas en ambas instancias a cargo de la demandante y a favor de la demandada.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado

Aclara voto




Salva voto
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACLARACIÓN DE VOTO

Pereira, doce (12) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)

Coincido con la decisión asumida en este proceso, pero me corresponde aclarar el voto por cuanto el pasado 28 de agosto de 2019, en la Sala de Decisión Laboral No. 3 de esta Corporación, dentro del proceso promovido por la señora Francedy López Pineda en contra de la Fiduciaria La Previsora S.A. como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes de la extinta Caja de Previsión de Comunicaciones “PAR CAPRECOM”, en un asunto de similares aristas al presente, se decidió, en sede de segunda instancia, conceder algunos derechos laborales reclamados en esa oportunidad.

No obstante lo anterior, debo recoger tal criterio, con base en el análisis de providencia emanada del Consejo de Estado en un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la aquí accionada, en el que la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo en providencia de 10 de diciembre de 2018 con ponencia del Consejero Oswaldo Giraldo López, determinó que en estos eventos, existe falta de legitimación en la causa por pasiva al haberse iniciado esa acción después del cierre definitivo del proceso de liquidación de CAPRECOM EICE, para lo cual expuso que:

“Sin embargo, para la Sala sí resulta claro que el legislador, en la Ley 1105 de 2006, fue enfático en establecer que en caso de existir, al finalizar la liquidación, procesos pendientes contra la entidad, las contingencias respectivas se atenderán con cargo al patrimonio autónomo. Posición que ya se había establecido por el Gobierno Nacional en el Decreto 414 de 2001 al indicar que, si terminado el proceso de liquidación sobreviven a éste, procesos judiciales o reclamaciones, las mismas serán con cargo a la entidad receptora de los inventarios de bienes, en su calidad de subrogataria de los derechos y obligaciones de la entidad liquidada.

En ese contexto, se puede concluir que, en tratándose de los procesos que no se encontraban en curso o que se iniciaron con posterioridad a la liquidación de la entidad, como ocurre con el presente asunto, los mismos no pueden ser asumidos por el patrimonio autónomo, ya que sobre éste únicamente pueden recaer obligaciones originadas en procesos que se encontraban tramitándose antes de la liquidación.” (Negrillas por fuera de texto).

Y como quiera que tiene definido la Corte Suprema de Justicia en sentencia SC1230 de 25 de abril de 2018  que sea por activa o por pasiva, la falta de legitimación en la causa no impide que se resuelva de fondo la litis, sino que se constituye en un motivo para decidirla adversamente al actor, al no tratarse de un presupuesto procesal, me correspondía como en efecto lo hice, acompañar la sentencia proferida en este proceso.
Queda así aclarado mi voto.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
� CSJ SC de 14 de marzo de 2002, Rad. 6139, reiterada en la SC2642-2015, Radicación n° 11001-31-03-030-1993-05281-01 del 10/03/2015; 23 de abril de 2007, Rad. 1999-00125-01; SC1230-2018.


� SLT15386-2015
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